
¡OBTENGA SU DERECHO A UNA COMUNIDAD SALUDABLE! 

 
Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones 
y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, o el Convenio de Aarhus de 1998, se 
asienta en tres "pilares": el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la 
justicia en temas medioambientales. El Convenio exige a las autoridades públicas conceder los 
derechos públicos consistentes en acceder a la información medioambiental y en participar en 
las decisiones que afectan al medio ambiente y la vida. El Convenio respalda estos derechos 
con disposiciones que dan acceso a la justicia. Los principios de la democracia medioambiental 
consagrados en el Convenio son universalmente aceptados. Por ello no sólo los Países 
Europeos desarrollados son Partes – sino que también se ha unido una serie de países con 
economías en transición, incluidos los de Asia Central y el Cáucaso.  
 
En la actualidad, el Convenio es el 
único instrumento internacional 
jurídicamente vinculante que consagra 
el Principio 10 de la Declaración de Río 
de 1992 sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo. Con más de 10 años de 
experiencia en materia de 
implementación (dado que está en 
vigor desde 2001), el Convenio y su 
trabajo han sido a menudo señalados 
como ejemplo y han sido distinguidos 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible en Río de Janeiro en 
junio de 2012 (Conferencia Río+20), donde se puso de relieve el papel del Principio 10 en la 
promoción de la economía verde y de la gobernanza eficaz. Es importante destacar que uno de 
los principales resultados de la Conferencia Río+20 fue el compromiso manifestado por varios 
países de la región de América Latina y el Caribe para desarrollar un instrumento regional a fin 
de avanzar en la implementación del Principio 10. Las Partes del Convenio de Aarhus, su 
secretaría y la sociedad civil manifestaron su apoyo a esta iniciativa, compartiendo su 
experiencia con los países latinoamericanos y caribeños, la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe y otros socios involucrados en el proceso. 
 
Promover el desarrollo y erradicar la pobreza 
Salud, medio ambiente y desarrollo sostenible son hoy en día temas de preocupación en todo 
el mundo. Los países se están esforzando para encontrar un equilibrio entre la lucha contra la 
pobreza y la falta de servicios básicos para los ciudadanos por un lado, y por otro, la rápida 
industrialización y el crecimiento, lo que puede tener efectos negativos en el medio ambiente, la 
salud y el bienestar de sus ciudadanos. El Convenio ayuda a los países en el manejo de este 
acto de equilibrio. Los procedimientos establecidos en el Convenio tienen un doble efecto: en 
primer lugar, mejoran significativamente la calidad de los proyectos de desarrollo, ya que las 
autoridades tienen la oportunidad de beneficiarse de la experiencia de otras autoridades, 
expertos interesados y ciudadanos, y, en segundo lugar, apoyan en gran medida a las políticas 
para combatir la pobreza y la desigualdad, garantizando que todas las personas, incluidos los 
sectores más pobres de la sociedad, las comunidades rurales y los pueblos indígenas, puedan 
participar en la toma de las decisiones que afectan a sus vidas. En general, esto genera un 
aumento en la confianza de los ciudadanos hacía sus instituciones de gobierno. La toma de 
decisiones transparente, consensual, y participativa es un prerrequisito para una sociedad 
estable y segura, que es, a su vez, un requisito indispensable para la prosperidad económica y 
la sostenibilidad medioambiental y social. 
 
El Convenio y la gestión y la cooperación en materia de agua 
Las disposiciones del Convenio tienen un carácter transversal. Fortalecen las políticas 
nacionales de desarrollo en materia de recursos hídricos y respalda la cooperación y la gestión 
en materia de aguas transfronterizas. 
Por ejemplo, cualquier persona u organización deberían tener el derecho de solicitar y recibir 
de las autoridades públicas la información relativa a la protección y el uso sostenible de los 
recursos hídricos y otros datos medioambientales. El público también debería tener el derecho 
de ser informado de manera activa cuando haya una amenaza de inundaciones, contaminación 
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o escasez de agua y agotamiento de las aguas subterráneas, o si existe un riesgo para la salud 
y seguridad humana. 
Además, el Convenio específicamente exige a las Partes que permitan al público participar en 
las decisiones sobre si se deben permitir las actividades diseñadas para contener y almacenar 
agua, como la construcción de presas e instalaciones para el trasvase de recursos hídricos 
entre cuencas fluviales, así como las actividades conexas. 
En un contexto transfronterizo, los Estados ribereños y los órganos conjuntos de la cooperación 
en materia de aguas transfronterizas deben facilitar el acceso a los documentos de las 
reuniones de los órganos mixtos y de sus órganos subsidiarios, incluida la información sobre 
las condiciones de las aguas transfronterizas y los resultados de las medidas de vigilancia, 
prevención y control, permisos emitidos y las condiciones que deben cumplirse, y los proyectos 
de planes y programas, incluyendo los comentarios de las organizaciones no gubernamentales 
sobre ellos. 
En los casos en los que la cooperación transfronteriza aún no haya avanzado en el 
establecimiento de las instituciones de gestión conjunta, los Estados ribereños deben prever la 
participación pública en la elaboración y desarrollo de los acuerdos internacionales en materia 
de agua. Por ejemplo, la elaboración de documentos internacionales, planes y programas para 
específicas cuencas hidrográficas debe estar abierta a la participación del público, incluidos los 
programas para la vigilancia de las condiciones de las aguas transfronterizas. 
 
El Protocolo sobre registros de emisiones y transferencias de 
contaminantes 
El Protocolo de 2003 sobre registros de emisiones y transferencias 
de contaminantes del Convenio de Aarhus (en vigor desde 2009) 
es el primer acuerdo internacional jurídicamente vinculante sobre 
registros de emisiones y transferencias de contaminantes (RETC). 
El Protocolo promueve la creación y el mantenimiento adecuado 
de sistemas nacionales coherentes que recopilen información e 
informen en materia de contaminación. La organización sistemática 
y el almacenamiento de información sobre la contaminación no 
sólo mejoran el acceso del público a la información y facilitan la 
participación del público, sino que también promueven la reducción 
de la contaminación. Debido a que el Protocolo exige a los propietarios y operadores que 
informen periódicamente sobre una amplia variedad de actividades - tales como la minería, los 
residuos y la gestión de las aguas residuales y la producción intensiva de ganado – y 
sustancias, los gobiernos tienen una mayor capacidad para hacer seguimiento de las 
tendencias de contaminación, controlar la contaminación realizada por los propietarios y 
operadores de diferentes sectores, y así, tomar las medidas necesarias de prevención y de 
adaptación. Al mismo tiempo, se fomenta a la industria para mejorar la gestión ambiental. 
Por ejemplo, el Protocolo establece un régimen específico para la presentación de informes 
sobre las transferencias de aguas residuales, ya sea a través de una alcantarilla, contenedores, 
camiones cisterna o por cualquier otro medio. Las instalaciones que expulsan aguas residuales 
directamente a una zona acuífera, ya sean tratadas o no previamente en una planta de 
tratamiento de aguas residuales de las instalaciones, también están sujetas al Protocolo y 
tendrán que informar sobre sus emisiones. Por lo tanto, un registro bien establecido y 
mantenido puede fomentar enormemente la vigilancia sobre el agua y las actividades de 
evaluación concernientes. En este sentido, muchos países de la región y ya han hecho grandes 
progresos en el establecimiento de los registros nacionales de emisiones y transferencias de 
contaminantes y se han esforzado para desarrollar un sistema regional, que se convertirá en 
una herramienta importante para la gestión de las aguas transfronterizas. 
 
Antecedentes y datos de contacto 
El Convenio de Aarhus y su Protocolo sobre registros de emisiones y transferencias 
de contaminantes están abiertos a la adhesión de cualquier Estado Miembro de las 
Naciones Unidas. Al 1 de mayo de 2013, el Convenio cuenta con 46 Partes y el 
Protocolo con 32. 
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